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DEBIDO PROCESO / RUPTURA UNIDAD PROCESAL / SUPUESTO ENJUICIAMIENTO DOS VECES POR LOS MISMOS DELITOS – NIEGA - Lo que en sentir de la Colegiatura origina la incertidumbre del accionante y quizás de algunos de los coprocesados, es el hecho de que si bien la inicial actuación fue identificada con el número de SPOA -201401988-, y con esa nomenclatura aceptaron cargos, debió bajo ese mismo radicado culminarse el trámite con la sentencia pertinente; empero, como se aprecia, ello no ocurrió como era lo esperado,  pero que así haya sido no es situación que por sí misma genere vulneración real o potencial al debido proceso del actor, ni mucho menos pueden pensarse en un quebrantamiento del principio del non bis in ídem.

Como así lo refirió la titular de la Fiscalía 3ª Especializada de Buga (v.), una vez le fueron allegadas las diligencias procedentes de la Fiscalía 20 Seccional de Cartago (V), y al establecer que existían otras personas que debían investigarse por las mismas circunstancias fácticas, dispuso la ruptura de la unidad procesal para que bajo el nuevo número se adelantaran las audiencias ante el Juez Especializado de Conocimiento, amén de la aceptación de cargos efectuada. 

Se trata por tanto de un trámite que para la Sala no reviste irregularidad alguna, en tanto por disposición legal la Fiscalía al advertir una situación como la que en ese referido asunto se apreciaba tenía la obligación de proceder de tal forma para que por cuerda separada se continuara la investigación frente a aquellas personas que al parecer tenían participación en la actividad ilícita, y que aún no habían sido atadas a la misma. Precisamente para regular una situación como esas existe el numeral 3° del artículo 53 C.P.P.
(…)

No puede pretenderse, como lo entiende el señor JARP, que la Fiscalía por el hecho de haberle formulado cargos que fueron aceptados tanto por él como por los demás coprocesados, dentro de un número de noticia criminal específico -201401988-, quede desprovista de la posibilidad de seguir con el trámite investigativo frente a otros presuntos coautores de la ilicitud.  

Queda claro por tanto que no hay trasgresión de derecho fundamental alguno por el hecho de que la sentencia que fue dictada en contra del señor JARP y nueve personas más se haya registrado bajo el N° 761476000000201500033, al ser una consecuencia de la ruptura del proceso N° 761476000170201401988. Y si bien esta última radicación se encuentra en etapa de indagación y es adelantada por la Fiscalía 3ª Seccional de Pereira, ello obedeció en primer lugar a que la mayoría de las conductas punibles tuvieron ocurrencia en esta municipalidad, como factor de competencia para conocer del asunto, y en segundo término a que en ese proceso -matriz como lo llama el actor- obran las evidencias y elementos de prueba que la Fiscalía ha recaudado, las cuales le permitirán determinar si en efecto existen otros individuos por vincular como responsables de la ilicitud.

Finalmente, con respecto a la manifestación relativa a que la conducta de enriquecimiento ilícito no se presentó, ello no puede ser objeto de pronunciamiento alguno en sede de tutela, por cuanto como se vio tanto él como los demás coprocesados fueron condenados por ese y otros ilícitos, y por ende debió ser ante la instancia judicial pertinente donde se controvirtiera tal circunstancia, pero no ahora por vía constitucional, toda vez que ello va en contravía del principio de subsidiariedad que la rige.
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       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecinueve (19) de abril de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación No. 342
                                                   Hora: 1:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ, contra la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira, al considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea el señor ROJAS PÉREZ, se puede concretar así: (i) con ocasión de la investigación N° 76147600170201401988, tanto él como nueve personas más fueron capturadas y se les formularon cargos por diversos delitos -concierto agravado, enriquecimiento ilícito, estafa, entre otros-, ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Cartago (V.) los cuales aceptaron; (ii)  en julio 06 de 2015 el proceso se asignó a la Fiscalía Tercera Especializada de Buga (V.) donde extrañamente se radicó ante el Juzgado con otro número distinto, esto es el 761476000000201500033, el cual contenía los mismos hechos del proceso anteriormente indicado, siendo condenados en sentencia de noviembre 1° de 2016  por el Juzgado Tercero Especializado de Buga; (iii) al indagar por qué fueron sentenciados con radicación distinta la Fiscalía señaló que por ruptura procesal generada a causa del allanamiento a cargos, pero luego de realizar diversas indagaciones ante los centros de servicios judiciales de Buga y Cartago (V.) se les expresó que no reposa la referida ruptura y por ende el Juzgado jamás conoció el proceso N° 2014-01988 ni existe constancia que indique que de este se originó el caso 2015-00033; (iv) posteriormente se enteraron que el caso N° 2014-01988 fue remitido a la Fiscalía 3° Especializada de Pereira en noviembre 17 de 2017, ante lo cual su titular les comunicó que por decisión de la Corte Suprema de Justicia se le asignó la competencia para conocer de dicho asunto, el cual se halla en etapa de indagación; (v) se encuentran inmersos en una inseguridad jurídica, ya que en el proceso 2014-01988 donde se allanaron a cargos y culminó la audiencia de pena y sentencia ahora aparece en etapa de indagación, por lo cual nadie les garantiza que puedan ser nuevamente juzgados por estos hechos, máxime que continúan con medidas de aseguramiento en ambos casos, y el hecho de que el mismo asunto aparezca en etapa de indagación y en otro distrito judicial transgrede las formas propias de cada juicio; (vi) la Fiscalía 20 Seccional de Cartago omitió realizar la ruptura en el caso N° 2014-01988 y así poder vincular a otras tres personas más, y al enviar el expediente a la Fiscalía 3° Especializada su titular al percatarse del error se inventó la figura de la ruptura procesal, la cual no posee constancia de su legalidad, sin que de ello obre prueba en el centro de servicios judiciales de Cartago y Buga; (vii) del SPOA 2014-01988 no podía desprenderse ningún otro radicado, pues este terminó con allanamiento a cargos, y no se pueden retrotraer actuaciones ya superadas y devolver el trámite a su etapa de indagación; (viii) la Fiscalía Tercera Especializada debe informar por qué permitió recibir un expediente sin verificar sus antecedentes, toda vez que la competencia es de la justicia ordinaria y no de la especializada, ya que el delito de concierto para delinquir es un falso positivo de la Fiscalía en cuanto todos los investigados son gente pobre; así las cosas (ix) considera vulnerados sus  derechos ya que el proceso donde al igual que otras diez personas se allanaron a cargos sigue activo en Pereira, y no puede estar de nuevo abierto al haber terminado de manera anticipada.

Pide en consecuencia que: (i) se decrete la nulidad  del expediente N° 761476000170201401988 por quebrantar el debido proceso, al no poder estar activo en etapa de indagación y haber culminado tras la aceptación de cargos, con lo cual se crea una inseguridad jurídica; (ii) se levanten las medidas de aseguramiento dentro del referido SPOA; y (iii) se subsanen todos los yerros  existentes en este asunto.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación procedió a admitir la acción constitucional, dispuso  correr traslado de la tutela al despacho accionado, e igualmente ordenó la vinculación oficiosa de la Fiscalía 20 Seccional y Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías de Cartago (V.), Fiscalía 3ª Especializada, Juzgado 3° Especializado y Juzgado 2° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.),  al defensor del procesado, al agente del Ministerio Público y a los coprocesados ADALBERTO ESCOBAR ESCOBAR, HUGO ALBERTO QUINTERO CARO, JOSÉ ANCÍZAR LÓPEZ GÓMEZ, DAVID ALEXÁNDER RAMÍREZ, ANGÉLICA SALDARRIAGA HENAO, DIEGO FERNANDO FONSECA CARDONA, WILSON ALBERTO LOAIZA RENDÓN, BILMA CICELA TORRES PINO y MAURICIO OCHOA CASTAÑO, internos en la Cárcel de Roldanillo (V.). Al respecto así se pronunciaron:

3.1.- La Fiscal Tercera Especializada de Buga (V.), luego de hacer alusión a la investigación que en principio adelantó la Fiscalía 19 Seccional de Cartago con N° 761476000170201401605 relacionada con una banda delincuencial, denominada “Los Griegos” dedicada a falsificar documentos, suplantar personas, y estafar a incautos con ventas de propiedades adquiridas de manera fraudulenta, de la cual se rompió la unidad procesal y se generó el NUNC 761476000170201401988, informa lo siguiente: (i) bajo ese número de SPOA se logró establecer qué ciudadanos hacían parte de la misma -ADALBERTO ESCOBAR ESCOBAR, HUGO ALBERTO QUINTERO CARO, JOSÉ ANCÍZAR LÓPEZ GÓMEZ, DAVID ALEXÁNDER RAMÍREZ, ANGÉLICA SALDARRIAGA HENAO, DIEGO FERNANDO FONSECA CARDONA, WILSON ALBERTO LOAIZA RENDÓN, BILMA CICELA TORRES PINO y MAURICIO OCHOA CASTAÑO-, los cuales fueron capturados y se les imputaron cargos por diversos delitos -concierto para delinquir, falsedad en documento privado agravado por el uso, obtención de documentos públicos falsos, fraude procesal, estafas y enriquecimiento ilícito de particulares-, a los cuales se allanaron; (ii) a raíz de tal aceptación se rompió la unidad procesal y el SPOA arrojó el N° 761476000000201500033 con el cual presentó el respectivo escrito de acusación con allanamiento a cargos y se continuó la investigación bajo la radicación 761476000170201401988; (iii) los acusados fueron condenados por el Juzgado 3° Penal Especializado de Buga en noviembre 01 de 2016 en contra de los acusados; (iv) el trámite se inició bajo el N° 761476000170201401988 donde se llevaron a cabo las capturas, se arrimaron las evidencias físicas, se formuló imputación e impuso medida de aseguramiento y por la cual los mismos aceptaron cargos, lo que obligaba a la fiscalía disponer tal ruptura para asignar un nuevo SPOA bajo el cual pudiera arrimar el escrito de acusación con aceptación de cargos, al cual le correspondió el N° 761476000000201500033, sin que ello signifique vulneración al non bis in ídem, ya que bajo esa radicación no se formuló nueva imputación o acusación; (v) el caso 201401098 está en etapa de indagación en contra de las demás personas que participaron en el ilícito, donde se vinculó a SANDRA MILENA MEJÍA SÁNCHEZ, MARÍA LEONOR LÓPEZ FRANCO y ALIRIO DE JESÚS CORRALES TANGARIFE, quienes también aceptaron cargos y hubo que ordenar la ruptura; (vi) al remitir los procesos seguidos contra estos últimos para la individualización de Pena y Sentencia, el Juez 2° Especializado de Buga se declaró incompetente para conocer del asunto al considerar que era competencia de Pereira, por haberse cometido allí el mayor número de delitos y en ese sentido le dio razón la Corte Suprema de Justicia quien ordenó enviar el caso ante el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira y como todavía quedaban por vincular otros individuos dentro del caso N° 2014-019888 se remitió la carpeta a la Fiscalía Especializada de Pereira; (vii) aduce que el accionante y otros procesados han presentado un sin número de tutelas y habeas corpus con idénticos hechos y pretensiones, las cuales le han sido negadas, y (x) pide que se declare improcedente la tutela impetrada.

3.2.- la Juez Tercera Penal del Circuito Especializada de Buga (V.),  manifiesta lo siguiente: (i) ese despacho conoció el escrito de acusación con SPOA 761476000000201500033 el cual corresponde a ruptura de la unidad procesal del SPOA 761476000170201401988; (ii) hace alusión a los pormenores del referido caso, para señalar que mediante sentencia de noviembre 1° de 2016 condenó entre otros al señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ, a la pena de 196 meses de prisión, multa de 5266.25 s.m.l.m.v. e interdicción de derechos y funciones públicas por un término de 178 meses, contra dicha decisión el actor y otros interpusieron recurso de apelación, pero la Sala Penal del Tribunal Superior de Buga por auto de marzo 14 de 2017 se abstuvo de resolver el recurso, en tanto ninguno atacó aspectos relacionados con la pena impuesta y su forma de ejecución y aunque sustentaron recurso de casación, la misma Sala lo rechazó por improcedente; (iii) el juzgado no desconoció ni quebrantó derechos fundamentales, en tanto sí tenía competencia para conocer la actuación y las partes nunca impugnaron su competencia, y (iv) los demás compañeros de  causa del actor, por medio de un sin número de acciones de habeas corpus y tutelas han pretendido la nulidad de lo actuado, tornándose temerario su proceder y en reciente tutela que conoció el Tribunal de Buga, los requirió para que se abstuvieran de hacer uso abusivo de la tutela.

3.3.- El Procurador Judicial 79 de Buga (V.), señala lo siguiente: (i) la sentencia dictada en contra del señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ, fue proferida por el Juzgado 3° Especializado de Buga, apelada ante el Tribunal de esa misma ciudad donde se confirmó la decisión y por ende el fallo está ejecutoriado y en principio no se puede modificar, aunque mediante la tutela el actor pretender que se decrete la nulidad de lo actuado por cuanto no hay documento que haya ordenado la ruptura de la unidad procesal; (ii) contra las sentencias no proceden las acciones de tutela, salvo que se alegue una vía de hecho, lo que sustenta en jurisprudencia constitucional; (iii) en este caso no se puede pedir la nulidad por cuanto el trámite concluyó en el año 2016 con providencia del Tribunal Superior de Buga que declaró desierto el recurso de apelación por falta de argumentación y por ende no se puede revivir un proceso finiquitado; (iv) si existió una radicación 761476000170201401988 y si en virtud de esta se hacía necesario continuar con la investigación contra otras personas, por lo cual se generó para varios de los acusados dentro de la ruptura de la unidad procesal el SPOA 761476000000201500033, ello es legítimo y permitido por la ley; (v) de haberse dado una falta de competencia, o que el asunto debió tramitarse en Pereira, ello debieron aducirlo ante el Juzgado 3° Penal del Circuito de Buga, cuando se legalizó la aceptación de cargos para que declarara la nulidad o la incompetencia, pero ante el silencio se presentó la prórroga de competencia; (vi) el actor ha interpuesto varias acciones de tutela por los mismos hechos y acontecimientos. (vii) Pide se declare la improcedencia de esta acción.

3.4.- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga,  comunica que es el encargado de vigilar la pena que le fue impuesta al señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ en la cual se han adoptado todas las decisiones que en su momento han sido pertinentes para cada uno de los allí condenados .  Estima que no se ha cercenado derecho alguno.

3.5.- El Fiscal 3° Especializado de Pereira expresa que el proceso N° 761476000170201401988 se encuentra en etapa de indagación, el cual fue enviado por la Fiscalía 3° Especializada de Buga (V.), y el cual se tramita contra personas diferentes a los que ya fueron sentenciados.  Igualmente al remitírsele dicha actuación se deja claro que los señores JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ, ADALBERTO ESCOBAR ESCOBAR y otros  fueron condenados por el Juzgado 3° Especializado de Buga, por lo cual se generó la respectiva ruptura de unidad procesal, habiéndoles correspondido el NUNC 761476000000201500033, así mismo que ante ese despacho se han presentado varios derechos de petición por los antes mencionados, a los cuales se les ha dado respuesta.

3.6.- Los señores HUGO ALBERTO QUINTERO CANO y WILSON ALBERTO LOAIZA RENDÓN, allegaron a esta Corporación un escrito incompleto
, del cual únicamente se extrae lo siguiente: (i) están de acuerdo con lo pretendido en la acción de tutela e informan que en efecto fueron investigación bajo el N° 761476000170201401988, el cual se allanaron a la imputación, lo cual era suficiente como acusación; (ii) la Fiscal 3° Especializada de Buga al fingió una ruptura de la unidad procesal, para revivir el referido caso y les asignó otro SPOA y hacerlos condenar bajo ese número; (iii) se queja de la existencia del caso N| 2014-01988 en la ciudad de Pereira y el cual no ha sufrido ninguna ruptura, pues respecto a ello nada se dijo en la radicación 761476000000201500033, haciéndose parecer que fue el Juzgado de Garantías de Cartago quien presidio las audiencias en ese nuevo SPOA, lo cual niega ese despacho, y (iv) la sentencia es prueba que fueron condenados por otro SPOA  y lo que se ve es que el proceso 2015-00033 es diferente y autónomo, pero contiene los mismos hechos, delitos y sujetos del SPOA 2014-01988.

3.7.- La abogada Patricia Solanilla, Defensora Pública del señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ, HUGO ALBERTO QUINTERO y ANGÉLICA SALDARRIAGA, señala que en el mes de abril de 2016 se le asignó el caso de los antes mencionados bajo radicación 761476000000201500033 que correspondió al Juzgado 3° Penal del Circuito Especializado de Buga, para la audiencia de individualización de pena y sentencia, la que profirió tal despacho en noviembre 1° de 2016 donde se les otorgó la rebaja del 50% como fue acordado en las audiencias preliminares, sin observar que se les vulnerara derechos fundamentales.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos allegados por parte de los intervinientes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de la Fiscalía 3ª Especializada de Pereira, con ocasión de las diligencias que se allí se adelantan, se vulneraran el derecho fundamental al debido proceso del señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El señor ROJAS PÉREZ acudió ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra su derecho fundamental al debido proceso, por cuanto si bien bajo el radicado N° 761476000170201401988, tanto él como otras nueve personas fueron aprehendidos y se les formuló imputación donde se allanaron a los cargos endilgados, finalmente fueron condenados por el Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de Buga (V.) bajo un número de radicación diferente, esto es, el NUNC  761476000000201500033, y se percató posteriormente que el proceso inicial, o sea el 201401988, se encuentra en etapa de indagación preliminar en la Fiscalía 3° Especializada de Pereira, con lo cual advierte la existencia de una “inseguridad jurídica”, por cuanto no obstante haber sido sentenciado el trámite por el cual se promovió la investigación todavía se halla en etapa de indagación y en un distrito judicial diferente.

Si bien por parte de varios de los vinculados se puso de presente que por parte del señor JAVER ANTONIO ROJAS y demás coprocesados se han interpuesto un sinnúmero de acciones constitucionales, y que incluso se ha declarado la temeridad en algunas de ellas por tratarse de hechos ya juzgados en sede constitucional, en lo que respecta al asunto que es materia de este trámite ninguno refirió que específicamente el actor ya hubiera formulado tutela por los mismos hechos para pregonar una tal temeridad. De haber sucedido así, muy seguramente el Fiscal 3° Especializado de Pereira habría hecho alusión a esa situación, pero lo único que indicó es que se han radicado diversas solicitudes a las cuales les ha dado respuesta. Siendo así, la Sala estima que se hace necesario conocer de fondo el asunto.

Para comenzar se dirá que el derecho fundamental al debido proceso ha sido definido así por la jurisprudencia constitucional:
“[…] el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen parte de las garantías del debido proceso: (i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario con capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley; (iii) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso; (iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; (v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y (vi) el derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas”. 

De la información que se arrimó a la presente actuación se puede establecer que inicialmente la Fiscalía 20 Seccional de Cartago (v.) adelantó indagación por diversas conductas en contra del señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ y nueve personas más, quienes integraban una organización delictiva que defraudaba a incautos con la venta de propiedades adquiridas de forma ilícita. En efecto, a ese inicial asunto se le asignó el NUNC 761476000170201401988, donde se surtieron las labores investigativas pertinentes y donde finalmente se dispuso la aprehensión de los allí involucrados, quienes al ser presentados ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Buga (v.), se allanaron a los cargos formulados y por ende el expediente se remitió a la Fiscalía 3ª Especializada de Buga para los trámites respectivos.

Una vez dicha funcionaria tuvo conocimiento del caso, y al verificar que además de las personas a quienes se les había formulado imputación existían otras que tenían participación en la ilicitud, dispuso la ruptura de la unidad procesal para que bajo la radicación inicial se continuara la actuación frente a los individuos que aún no habían sido vinculadas, y bajo el nuevo número arrojado por el SPOA, esto es, el NUNC 761476000000201500033, presentar el escrito de acusación con allanamiento a cargos para que el Juzgado Especializado profiriera la sentencia que en derecho hubiera lugar.

En efecto, en noviembre 1° de 2016 el Juzgado Tercero Especializado de Buga condenó al señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ y a los demás coprocesados, evidenciándose que el número del asunto del cual se dejó constancia en el mencionado fallo es el 761476000000201500033, sin que por ello pueda predicarse que al haberse mantenido vigente la radicación que le dio origen a este, se les vulnera el debido proceso al poder se juzgados dos veces por ese mismo delito.

Es un hecho cierto que no admite discusión alguna, que tanto el señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ, como los coprocesados ADALBERTO ESCOBAR ESCOBAR, HUGO ALBERTO QUINTERO CARO, JOSÉ ANCÍZAR LÓPEZ GÓMEZ, DAVID ALEXÁNDER RAMÍREZ, ANGÉLICA SALDARRIAGA HENAO, DIEGO FERNANDO FONSECA CARDONA, WILSON ALBERTO LOAIZA RENDÓN, BILMA CICELA TORRES PINO y MAURICIO OCHOA CASTAÑO, ya fueron sancionados penalmente por la comisión de las conductas delictivas endilgadas, sin que el hecho de que a la hora de ahora la carpeta N° 761476000170201401988 se halle en etapa de indagación, pueda ser considerado como la reapertura del caso que se adelantó en su contra, que ser sabe ya cosa juzgada.
Lo que en sentir de la Colegiatura origina la incertidumbre del accionante y quizás de algunos de los coprocesados, es el hecho de que si bien la inicial actuación fue identificada con el número de SPOA -201401988-, y con esa nomenclatura aceptaron cargos, debió bajo ese mismo radicado culminarse el trámite con la sentencia pertinente; empero, como se aprecia, ello no ocurrió como era lo esperado,  pero que así haya sido no es situación que por sí misma genere vulneración real o potencial al debido proceso del actor, ni mucho menos pueden pensarse en un quebrantamiento del principio del non bis in ídem.

Como así lo refirió la titular de la Fiscalía 3ª Especializada de Buga (v.), una vez le fueron allegadas las diligencias procedentes de la Fiscalía 20 Seccional de Cartago (V), y al establecer que existían otras personas que debían investigarse por las mismas circunstancias fácticas, dispuso la ruptura de la unidad procesal para que bajo el nuevo número se adelantaran las audiencias ante el Juez Especializado de Conocimiento, amén de la aceptación de cargos efectuada. 
Se trata por tanto de un trámite que para la Sala no reviste irregularidad alguna, en tanto por disposición legal la Fiscalía al advertir una situación como la que en ese referido asunto se apreciaba tenía la obligación de proceder de tal forma para que por cuerda separada se continuara la investigación frente a aquellas personas que al parecer tenían participación en la actividad ilícita, y que aún no habían sido atadas a la misma. Precisamente para regular una situación como esas existe el numeral 3° del artículo 53 C.P.P. que textualmente dispone:

“Ruptura de la unidad procesal. Además de lo previsto en otras disposiciones, no se conservará la unidad procesal en los siguientes casos: […] 3. Cuando no se haya proferido para todos los delitos o para todos los procesados decisión que anticipadamente ponga fin al proceso […]”

De la información que se arrimó a esta acción, se aprecia que con posterioridad a esa inicial ruptura de la unidad procesal han sido vinculados al trámite al menos tres personas más: SANDRA MILENA MEJÍA SÁNCHEZ, MARÍA LEONOR TABARES LÓPEZ FRANCO y ALIRIO DE JESÚS CORRALES TANGARIFE, quienes igualmente aceptaron cargos, lo que nuevamente originó la ruptura en dos ocasiones más de esa inicial radicación, sin dejar de lado que al parecer pueden haber otros individuos que podrían a futuro ser atados a la actuación, como así se desprende de la respuesta entregada por el Fiscal 3° Especializado de Pereira.

No puede pretenderse, como lo entiende el señor JAVER ANTONIO ROJAS, que la Fiscalía por el hecho de haberle formulado cargos que fueron aceptados tanto por él como por los demás coprocesados, dentro de un número de noticia criminal específico -201401988-, quede desprovista de la posibilidad de seguir con el trámite investigativo frente a otros presuntos coautores de la ilicitud.  
Queda claro por tanto que no hay trasgresión de derecho fundamental alguno por el hecho de que la sentencia que fue dictada en contra del señor JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ y nueve personas más se haya registrado bajo el N° 761476000000201500033, al ser una consecuencia de la ruptura del proceso N° 761476000170201401988. Y si bien esta última radicación se encuentra en etapa de indagación y es adelantada por la Fiscalía 3ª Seccional de Pereira, ello obedeció en primer lugar a que la mayoría de las conductas punibles tuvieron ocurrencia en esta municipalidad, como factor de competencia para conocer del asunto, y en segundo término a que en ese proceso -matriz como lo llama el actor- obran las evidencias y elementos de prueba que la Fiscalía ha recaudado, las cuales le permitirán determinar si en efecto existen otros individuos por vincular como responsables de la ilicitud.

Finalmente, con respecto a la manifestación relativa a que la conducta de enriquecimiento ilícito no se presentó, ello no puede ser objeto de pronunciamiento alguno en sede de tutela, por cuanto como se vio tanto él como los demás coprocesados fueron condenados por ese y otros ilícitos, y por ende debió ser ante la instancia judicial pertinente donde se controvirtiera tal circunstancia, pero no ahora por vía constitucional, toda vez que ello va en contravía del principio de subsidiariedad que la rige.

De igual modo, nada corresponde decidir con respecto a la cancelación de las medidas de aseguramiento impuestas con ocasión de los procesos 761476000000201500033 y 761476000170201401988, porque las mismas ya perdieron vigencia o eficacia jurídica, en tanto una vez se profirió sentencia en su contra se debe entender que su privación de la libertad obedece al cumplimiento de una sentencia que lo halló culpable, y cuya vigilancia está a cargo del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta por el ciudadano JAVER ANTONIO ROJAS PÉREZ. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� Solo entregaron dos folios, sin rúbrica alguna y al indagar a la persona que lo presentó a la Sala si tenía el original completo de dicho documento, indicó que eso fue lo que le dieron para entregar a esta Corporación. Ver folios 97, 98, 135 y 136.


� Corte Constitucional Sentencia C-341 de 2014.
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